
Desde CEJIL saludamos el informe sobre la situación de los pueblos originarios en
el  marco  de  la  pandemia  por  COVID-19.  Reiteramos  que  el  ejercicio  de  los
derechos analizados en el reporte está estrictamente relacionado con el respeto a
sus territorios ancestrales. 

En el caso de Nicaragua, las comunidades miskitas y mayangnas enfrentan la
crisis sanitaria bajo un contexto de despojo territorial por parte de colonos. Las
incursiones violentas se han recrudecido, como lo ilustra la masacre de al menos
11 personas indígenas en la comunidad de Kiwakumbaih el pasado 23 de agosto.
La  situación  de  violencia  en  la  Costa  Caribe  es  tan  grave  que  la  Comisión
Interamericana  de  Derechos  Humanos  solicitó  recientemente  que  la  Corte
Interamericana adopte medidas provisionales en favor de la comunidad miskita de
Santa Fe por las graves violaciones que han padecido.

No será posible una recuperación de la pandemia sin que el Estado implemente el
saneamiento de los territorios indígenas, ordenado tanto por su legislación interna
como por la Corte Interamericana, para que las comunidades puedan, entre otras
cosas, tener acceso seguro a su medicina y dieta tradicional. 

Una  recuperación  transformadora  también  implica  impartir  justicia  para  las
víctimas de las violaciones cometidas; revertir la colusión que el Estado ha tenido
con empresas locales y trasnacionales para la extracción de bienes comunes; así
como garantizar el derecho a defender de personas y organizaciones defensoras
del  territorio,  a las cuales se les ha hostigado administrativamente e imputado
cargos por denunciar lo que pasa en la Costa.

De manera respetuosa, llamamos urgentemente su atención, Sr. Relator, para que
renueve sus esfuerzos para acompañar a los pueblos y comunidades originarias
de  la  Costa  Caribe  nicaragüense  que  resisten  a  una  política  etnocida  y  de
colonización.


